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RESOLUCION No 
 
 

POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN UNAS DETERMINACIONES 
 

LA DIRECTORA DE LA REGIONAL VALLES DE SAN NICOLÁS DE LA CORPORACIÓN AUTÓNOMA 
REGIONAL DE LAS CUENCAS DE LOS RÍOS NEGRO Y NARE, CORNARE. En uso de sus atribuciones 

legales y delegatarias y en especial las previstas en la Ley 99 de 1993, El Decreto- Ley 2811 de 1974, 
Decreto 1076 de 2015 y 

 
CONSIDERANDO 

 
1. Que mediante Resolución  131-0517 del 17 de julio de 2017, notificado electrónicamente el día 18 de julio 
de 2017, la Corporación OTORGÓ PERMISO DE VERTIMIENTO, a la Sociedad COMBUSTIBLES DE 
COLOMBIA S.A., con Nit 830.513.729-3, a través de su representante legal la señora ADRIANA OCHOA 
CADAVID, identificada con cédula de ciudadanía número 34.543.832, para el tratamiento y disposición final 
de las aguas residuales no domésticas generadas en la EDS COMBUSCOL JMC, establecida en el predio 
identificado con el FMI 020-78344, localizado en la Glorieta José María Córdova, del Municipio de Rionegro, 
por un término de vigencia de 10 años, contados a partir de la notificación 
 
2. Que técnicos de la Corporación procedieron a revisar el expediente ambiental, generándose la 
comunicación interna con radicado CI-01965-2022 del 21 de noviembre de 2022, en el cual se estableció 
entre otros los siguiente: 
 
“El cuerpo receptor del vertimiento otorgado para un caudal de 0.74L/s es el Alcantarillado ARSA E.S.P, tal como 
se observa a continuación: 

 
Ahora bien, teniendo en cuenta el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2022. Ley 1955 del 25 de mayo de 2019 
"Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad" 

✓ ARTÍCULO 13º. REQUERIMIENTO DE PERMISO DE VERTIMIENTO. Solo requiere permiso 
de vertimiento la descarga de aguas residuales a las aguas superficiales, a las aguas 
marinas o al suelo. 

✓ ARTÍCULO 14º. TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES. Los prestadores de alcantarillado 
estarán en la obligación de permitir la conexión de las redes de recolección a las plantas de 
tratamiento de aguas residuales de otros prestadores y de facturar esta actividad en la tarifa a 
los usuarios, siempre que la solución represente menores costos de operación, administración, 
mantenimiento e inversión a los que pueda presentar el prestador del servicio de alcantarillado. 
El Gobierno nacional reglamentará la materia. Adicionalmente, la disposición de residuos 
líquidos no domésticos a la red de alcantarillado sin tratamiento podrá ser contratada 
entre el suscriptor y/o usuario y el prestador del servicio público domiciliario de 
alcantarillado siempre y cuando este último tenga la capacidad en términos de 
infraestructura y tecnología para cumplir con los parámetros y los valores límites 
máximos permisibles en los vertimientos puntuales. 

 Solicitamos desde el área técnica evaluar la factibilidad de realizar el archivo definitivo del expediente. 

 
CONSIDERACIONES JURIDICAS 

 
Según el Artículo 31, Numeral 2, de la Ley 99 de 1993, “…corresponde a las Corporaciones Autónomas 
Regionales ejercer la función de máxima autoridad ambiental en el área de su jurisdicción de acuerdo con las 
normas de carácter superior y conforme a los criterios y directrices trazadas por el Ministerio del Medio 
Ambiente”. 
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De acuerdo al Artículo 31 de la Ley 99 de 1993, Numerales 12 y 13, se establece como funciones de las 
Corporaciones Autónomas Regionales, la evaluación control y seguimiento ambiental por los usos del agua, 
suelo, aire y demás recursos naturales renovables, lo cual comprende la expedición de las respectivas 
licencias ambientales, permisos, concesiones, autorizaciones y salvoconductos así mismo recaudar conforme 
a la Ley, las contribuciones, tasas, derechos, tarifas y multas generadas por el uso y aprovechamiento de los 
mismos, fijando el monto en el territorio de su jurisdicción con base en las tarifas mínimas establecidas. 
 
Que el artículo 132 del Decreto-ley 2811 de 1974, establece en lo relativo al uso, conservación y preservación 
de las aguas que: “Sin permiso, no se podrán alterar los cauces, ni el régimen y la calidad de las aguas, ni 
intervenir su uso legítimo.”  
 
Que en el Artículo 2.2.3.3.5.1 del Decreto 1076 de 2015 establece: “…Toda persona natural o jurídica cuya 
actividad o servicio genere vertimientos a las aguas superficiales, marinas, o al suelo, deberá solicitar y 
tramitar ante la autoridad ambiental competente, el respectivo permiso de vertimientos. 

 
Que en el Artículo 2.2.3.3.5.2 del Decreto 1076 de 2015 señala los requisitos que se necesitan para obtener 
un permiso de vertimientos ante la autoridad ambiental y el Artículo 2.2.3.3.5.5 indica cual es procedimiento 
para obtenerlo. 
 
Que mediante la Ley 1955 de 2019. Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. 
“Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”. Establece en su artículo 279 lo siguiente:  
 

Articulo 279. Dotación de soluciones adecuadas de agua para consumo humano y doméstico, 
manejo de aguas residuales y residuos sólidos en áreas urbanas de difícil gestión y en zonas 
rurales. Los municipios y distritos deben asegurar la atención de las necesidades básicas de agua para 
consumo humano y doméstico y de saneamiento básico de los asentamientos humanos de áreas 
urbanas de difícil gestión, y en zonas rurales, implementando soluciones alternativas colectivas o 
individuales, o mediante la prestación del servicio público domiciliario de acueducto, alcantarillado o 
aseo, de acuerdo con los esquemas diferenciales definidos por el Gobierno nacional y la 
reglamentación vigente en la materia.  
 
Con el fin de orientar la dotación de infraestructura básica de servicios públicos domiciliarios o de 
soluciones alternativas, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio establecerá lo que debe 
entenderse por asentamientos humanos rurales y viviendas rurales dispersas que hacen parte del 
componente rural del Plan de Ordenamiento Territorial. Las autoridades ambientales y sanitarias y la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios definirán criterios de vigilancia y control diferencial 
para quienes, de acuerdo con sus competencias provean el servicio de agua potable. 
 
No obstante, este uso deberá ser inscrito en el Registro de Usuarios del Recurso Hídrico, bajo el 
entendido que la autorización en el presente inciso, sustituye la respectiva concesión. Las soluciones 
individuales de saneamiento básico para el tratamiento de las aguas residuales domesticas 
provenientes de viviendas rurales dispersas que sean diseñados bajo los parámetros definidos en el 
reglamento técnico del sector de agua potable y saneamiento básico no requerirán permiso de 
vertimientos al suelo; no obstante, deberán ser registro de vertimientos al suelo que para tales efectos 
reglamente el Gobierno nacional. Esta excepción no aplica para hacer vertimientos directos de aguas 
residuales a cuerpos de aguas superficiales, subterráneas o marinas.  
 
La infraestructura de agua para consumo humano y doméstico o de saneamiento básico en zonas 
rurales, podrá ser entregada de manera directa para operación y mantenimiento, como aporte bajo 
condición, a las comunidades organizadas beneficiadas con la infraestructura, de acuerdo con la 
reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno nacional.  
 
Parágrafo primero. El uso del agua para consumo humano y doméstico en vivienda rurales dispersas 
deberá hacerse con criterios de ahorro y uso eficiente del recurso hídrico, teniendo en cuenta los 
módulos de consumo establecidos por la autoridad ambiental competente.  
 
Parágrafo segundo. Las excepciones que en el presente artículo se hace en favor de las viviendas 
rurales dispersas no aplican a otros usos diferentes al consumo humano y doméstico, ni a 
parcelaciones campestres o infraestructura de servicios públicos o privados ubicada en zonas rurales. 
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Tampoco aplica a los acueductos que se establezcan para prestar el servicio de agua potable a 
viviendas rurales dispersas. 

 
Por otro lado, la validez de un acto administrativo es el resultado de la perfecta adecuación, sumisión y 
cumplimiento de los requisitos preestablecidos en una norma superior, es decir, el acto administrativo es 
válido en la medida que se adecue a las exigencias del ordenamiento jurídico.  
 
La validez del acto administrativo resulta entonces, desde esta óptica, como un fenómeno de contenidos y 
exigencias del derecho para la estructuración de la decisión administrativa. 
 
La eficacia, por su parte, es una consecuencia del acto administrativo que lo hace capaz de producir los 
efectos jurídicos para los cuales se expidió. La eficacia, a diferencia de la validez, se proyecta al exterior del 
acto administrativo en búsqueda de sus objetivos y logro de sus finalidades.  
 
No obstante, lo anterior, una vez expedido el acto administrativo pueden presentarse fenómenos que alteren 
su normal eficacia, estos fenómenos son conocidos dentro de nuestra legislación como eventos de pérdida de 
fuerza ejecutoria, recogidos por el artículo 91 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo., según el cual: 
 
“…Pérdida de ejecutoriedad del acto administrativo. Salvo norma expresa en contrario, los actos 
administrativos en firme serán obligatorios mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. Perderán obligatoriedad y, por lo tanto, no podrán ser ejecutados en los 
siguientes casos: 
 
1. Cuando sean suspendidos provisionalmente sus efectos por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. 
2. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho. 
3. Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en firme, la autoridad no ha realizado los actos que le 
correspondan para ejecutarlos. 
4. Cuando se cumpla la condición resolutoria a que se encuentre sometido el acto. 
5. Cuando pierdan vigencia…” 
 
Bajo el entendido nombre genérico de pérdida de fuerza ejecutoria, el Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo. recoge lo que la doctrina administrativa denomina en algunas 
oportunidades, como fenómenos de extinción de los efectos de los actos administrativos. Eventos que no son 
otra cosa que alteraciones a la normal eficacia del Acto Administrativo. 
 
En relación con la pérdida de fuerza ejecutoria del acto administrativo, por el desaparecimiento de sus 
fundamentos de hecho o de derecho, se presenta el fenómeno jurídico denominado como el decaimiento 
del acto administrativo por causas imputables a sus mismos elementos, en razón a causas posteriores, no 
relacionadas directamente la validez inicial del acto.  El decaimiento del acto en el derecho colombiano está 
en íntima relación con la motivación del acto, se configura por la desaparición de los elementos 
integrantes del concepto motivante del acto. 
 
El artículo 91 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo al instituir el 
llamado decaimiento del Acto Administrativo  dentro  del concepto genérico  de pérdida  de fuerza  ejecutoria,  
desarrolla  una limitante expresa al mundo de la  eficacia del  acto, para  lo  cual es necesario  analizar la  
causal 2ª de dicho artículo  relacionada con la  desaparición  de los fundamentos  fácticos  o  jurídicos  que  le  
han  servido  de base  a  la  decisión,  en sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo de agosto 1 de 1991, esa Corporación se pronunció frente a la pérdida de fuerza ejecutoria  en 
relación con un acto general y frente a un acto particular así: 
  
“…De acuerdo con lo  anterior,  el  legislador colombiano  ha establecido expresamente: Primero,  que el Acto 
Administrativo – sin hacer distinción entre el general y el particular, o  concreto ­,  salvo norma  expresa en 
contrario,  pierde su  fuerza  ejecutoria,  entre  otros  casos  cuando  desaparezcan sus  fundamentos de 
hecho o  de  derecho y,  segundo, cuando  por sentencia  ejecutoriada  se  declare  la  nulidad  de una  
ordenanza o de acuerdo intendencial, comisarial, distrital o municipal, en todo o en 
Parte quedarán sin efecto en lo pertinente los decretos reglamentarios…” 
 

http://www.cornare.gov.co/sgi


 
/   

 

Ruta: www.cornare.gov.co/sgi /Apoyo/Gestión Jurídica/Anexos             Vigente desde:   F-GJ-188/V.01  
                                                                 23-Dic-15 
 

En este orden de ideas, teniendo en cuenta lo establecido en el oficio con radico CI-01965-2022 del 21 de 
noviembre de 2022, se hará uso de la figura de saneamiento de un trámite administrativo por parte del 
funcionario que profirió los actos administrativos, dado que según el artículo 279 ley 1955 de 2019, para las 
viviendas rurales dispersas, no requieren permiso de vertimientos, cuando cumplen con la Resolución 0330 
de 2017 expedida por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio “Por la cual se adopta el Reglamento 
Técnico para el Sector de Agua Potable y Saneamiento Básico – RAS.(antes RAS 2000), en ese sentido se 
dará por terminado el permiso de vertimientos y dejar sin efectos el mismo. 
 
Que es función de CORNARE propender por el adecuado uso y aprovechamiento de los recursos naturales 
de conformidad con los principios medio ambientales de racionalidad, planeación y proporcionalidad, teniendo 
en cuenta para ello lo establecido por los postulados del desarrollo sostenible y sustentable. 
 
Que es competente la Directora de la Regional Valles de San Nicolás para conocer del presente asunto y en 
mérito de lo expuesto,        
 
 

RESUELVE 
 
ARTÍCULO PRIMERO: DECLARAR LA PERDIDA EJECUTORIA DEL PERMISO DE VERTMIENTOS 
otorgado mediante la Resolución No. 131-0517 del 17 de julio de 2017, a la Sociedad COMBUSTIBLES DE 
COLOMBIA S.A., con Nit 830.513.729-3, a través de su representante legal la señora ADRIANA OCHOA 
CADAVID, identificada con cédula de ciudadanía número 34.543.832, para el tratamiento y disposición final 
de las aguas residuales no domésticas generadas en la EDS COMBUSCOL JMC, establecida en el predio 
identificado con el FMI 020-78344, localizado en la Glorieta José María Córdova, del Municipio de Rionegro, 
dejando sin efectos la misma, en virtud de lo expuesto en la parte motiva del presente acto administrativo.  
 
ARTÍCULO SEGUNDO: ORDENAR A LA OFICINA DE GESTIÓN DOCUMENTAL el archivo definitivo del 
Expediente Ambiental Nº05615.04.00942, en atención a la parte motiva del presente Acto Administrativo. 
 
PARAGRAFO: No se podrá archivar en forma definitiva hasta que no debidamente ejecutoriada la presente 
actuación administrativa y se agote la vía administrativa. 

ARTÍCULO TERCERO: Remitir copia del presente acto administrativo a la Subdirección de Recursos 
Naturales Grupo de Recurso Hídrico para su conocimiento y competencia a las bases de datos corporativas y 
el SIRH. 
 
ARTÍCULO CUARTO: ADVETIR a la sociedad COMBUSTIBLES DE COLOMBIA S.A., con Nit 830.513.729-
3, a través de su representante legal la señora la señora ADRIANA OCHOA CADAVID, o quien haga sus 
veces en el momento, que deberá dar cumplimiento a lo señalado en el Decreto 1076 de 2015 en su artículo 
2.2.3.3.4.18 
 
ARTÍCULO QUINTO: REMITIR copia de la presente actuación administrativa a LA ASOCIACIÓN DE 
USUARIOS DEL ACUEDUCTO RURAL SAJONIA – ALTO VALLEJO “ARSA E.S.P”, a través de su 
Gerente General el señor RONALD MEJIA BUITRAGO, o quien haga sus veces, para lo de su conocimiento 
y competencia en relación a lo señalado en el Decreto 1076 de 2015 en su artículo 2.2.3.3.4.18. 
 
ARTÍCULO SEXTO: NOTIFICAR la presente decisión a la señora ADRIANA OCHOA CADAVID, en calidad 
de representante legal de la Sociedad COMBUSTIBLES DE COLOMBIA S.A. o quien haga sus veces en el 
momento. Haciéndole entrega de una copia de la misma, como lo dispone la ley 1437 de 2011.  
 
PARÁGRAFO: De no ser posible la notificación personal, se hará en los términos del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
ARTÍCULO SEPTIMO: ADVERTIR que el incumplimiento de las obligaciones contenidas en la presente 
resolución dará lugar a la aplicación de las sanciones que determina la Ley 1333 de 2009, sin perjuicio de las 
penales o civiles a que haya lugar. 
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ARTÍCULO OCTAVO: Contra la presente providencia procede el recurso de reposición ante el mismo 
funcionario que emitió el acto dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de notificación, conforme lo 
establece Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 
ARTÍCULO NOVENO: ORDENAR la PUBLICACIÓN del presente acto, en el Boletín Oficial de Cornare, a 
través de la página web www.cornare.gov.co, conforme lo dispone el artículo 71 de la Ley 99 de 1993. 
 
Dado en el Municipio de Rionegro, 
 

NOTIFÍQUESE, COMUNIQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
 
 

LILIANA ANDREA ALZATE RESTREPO 
Directora Regional Valles de San Nicolás 

 

 
Expediente: 05615.04.00942 
Proyectó: Abogada/ Piedad Usuga Z. 

Proceso: Control y seguimiento  

Proceso: Vertimientos -Termina 

Técnica. Ana Maria Cardona M 

Fecha: 1/12/2022 
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